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              1831

            

            	
              Batalla de Lircay y llegada a la presidencia de la República del general José Joaquín Prieto. Inicio de la llamada «república conservadora».

            
          


          
            	
              1833

            

            	
              Promulgación de la Constitución que estará en vigencia hasta 1925.
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              Asesinato del ministro Diego Portales.

            
          


          
            	
              1836

            

            	
              Desamortización eclesiástica de Mendizábal. Motín de La Granja. Restablecimiento de la Constitución de 1812.
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              Triunfo en la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana.

            
          


          
            	
              1841

            

            	
              Asume la presidencia el general Manuel Bulnes, héroe de la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana. Se inicia el periodo de los «decenios».

              Se suprime la condición de analfabetismo como impedimento para el sufragio.

            
          


          
            	
              1843

            

            	
              Inauguración de la Universidad de Chile, con discurso de su primer rector, Andrés Bello.

            
          


          
            	
              1845

            

            	
              Monseñor Rafael Valentín Valdivieso, primer arzobispo de Santiago.

              Se refuerza la línea «ultramontana» dentro de la Iglesia católica.

            
          


          
            	
              1850

            

            	
              Francisco Bilbao y Santiago Arcos fundan la Sociedad de la Igualdad, representante de los artesanos.

            
          


          
            	
              1851

            

            	
              Asume la presidencia Manuel Montt después de una revolución encabezada desde Concepción por el general José María de la Cruz.
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              Promulgación del Código Civil.

            
          


          
            	
              1857

            

            	
              Ley de Educación de Claudio Moyano.

            
          


          
            	
              1856

            

            	
              El llamado «Conflicto del sacristán» da inicio a los problemas entre Iglesia y Estado. Surge el Partido Nacional o Monttvarista, de carácter laico y autoritario.

            
          


          
            	
              1860

            

            	
              Asume la presidencia José Joaquín Pérez, último mandatario de los «decenios».

            
          


          
            	
              1865

            

            	
              Se aprueba la reinterpretación del artículo 5.º de la Constitución, que abre la posibilidad de culto a otras religiones en el país.

            
          


          
            	
              1871

            

            	
              Inicio de la colonización masiva de la Araucanía.

            
          


          
            	
              1874

            

            	
              Se reforma la Constitución y se suprimen los requisitos censitarios para el voto masculino.

            
          


          
            	
              1874

            

            	
              Promulgación del Código Penal y supresión del fuero eclesiástico.

            
          


          
            	
              1879

            

            	
              El inicio de la Guerra del Pacífico (hasta 1881).

            
          

        
      

    

  


  
    
      Las claves del periodo


      Ana María Stuven


       


       


       


       


      La clave principal para descifrar este periodo en Chile es justamente el concepto de «construcción». No solamente de la nación sino, inicial y anteriormente, del Estado nacional. Lo anterior incluye la mayoría de los énfasis de esos años, que pueden agruparse en torno a la creación de condiciones de legitimidad política y de cohesión ciudadana a fin de hacer posible el surgimiento de una sociedad civil moderna basada en la igualdad y la libertad individual, y el fomento de una cultura nacional. También la institucionalización de un Estado republicano que otorgara a ésta un Estado de derecho. Todo lo anterior requería la creación de una estructura económica, lo cual en el periodo se entendió principalmente como insertar al país en la economía internacional; la consolidación del territorio nacional —lo cual en el caso chileno se dio a través de conflictos bélicos internos e internacionales—; y el inicio de un proceso de secularización social que consagrase la separación de la esfera pública y la privada.


      El concepto de construcción apela a una de las directrices ideológicas más importantes de esos años y que proviene de la noción ilustrada de progreso. La «ideología del progreso» comprendía la evolución socioeconómica y política como un tránsito, el cual, en el tiempo, llevaría necesariamente al hombre en sociedad a condiciones crecientes de bienestar. Es decir, el hombre, gracias al desarrollo industrial y al desenvolvimiento de la razón, podía confiar en que pisaba terreno firme para planificar un futuro con mayor educación y mejores condiciones de vida.


      El principal proyecto que asumió la clase dirigente chilena desde la consolidación de su independencia fue la institucionalidad republicana. No hubo en Chile, como en otros países, jefes civiles ni militares que añoraran las formas monárquicas rechazadas. El orden social e institucional, que la nostalgia de algunos hispanoamericanos ponía en la recuperación de la monarquía, en Chile inspiró siempre su búsqueda dentro de las formas republicanas, aunque limitando la asignación de los derechos que una república consagraba. Si los años que van entre 1818 y 1829 son, como expresó el historiador Julio Heise, «años de aprendizaje político», en el sentido de que las clases dirigentes intentaban diversas formas de organización política de corta duración, desde 1831 y la llegada al poder del general José Joaquín Prieto podemos afirmar que se inicia un tránsito más dirigido, apoyado en la ideología del progreso, hacia la plena vigencia de la república. Se trata sin duda de una república autoritaria que, en muchos periodos, especialmente durante la década de 1830, traicionará sus propios principios, a través de la suspensión del imperio constitucional y, por lo tanto, de la representación ciudadana. Está de más decir que, durante todo el periodo que nos ocupa, no puede hablarse de una representación democrática, en la medida en que, recién en la década de 1870, se suspenden las restricciones al sufragio masculino y se consagra el derecho de asociación. Aunque el debate sobre la laicización de las instituciones se inició ya en la década de 1840, sólo en la de 1860 fue posible debatir sobre los derechos a la práctica de otras religiones, sin que por eso se decretase constitucionalmente la libertad de cultos. La unión constitucional entre Estado e Iglesia, aunque erosionada en la práctica, continuó vigente hasta la promulgación de la Constitución de 1925.


      Se trata, en consecuencia, de un tiempo, concedido por la ideología del progreso, para adentrarse en el juego republicano a través del método de ensayo y error, y penetrar un terreno desconocido para las clases dirigentes formadas en la tradición del Antiguo Régimen, que deben dar forma a una sociedad civil que tienda hacia la igualdad ciudadana, y a una sociedad política que incorpore en su utillaje mental conceptos modernos como soberanía popular, ciudadanía, representación y sufragio. Había que dar entidad al pueblo soberano y abstracto con derechos, como sostuvo el historiador François-Xavier Guerra, a fin de que tomara el lugar de los «pueblos» territorializados y sujetos a fueros, y fuera depositario de la ciudadanía y la representación. A primera vista, justamente por el carácter intempestivo de la instauración republicana y por no traer consigo, como la Revolución Francesa, un recambio de la autoridad social, la clase dirigente chilena concebía el pueblo como un sujeto en estado de aprendizaje republicano.


      Establecer la república era un proceso para el cual el pueblo debía prepararse. En ese contexto insertamos el enorme y fructífero énfasis educacional de los primeros gobiernos republicanos, especialmente desde 1840. Una mención especial merece este esfuerzo, que contó con figuras notables como el español José Luis de Mora, el maestro indiscutible, Andrés Bello, y la generación de argentinos exiliados del gobierno de Rosas en su país, entre los cuales destacaron dos futuros presidentes de esa nación: Domingo Faustino Sarmiento y Bartolomé Mitre, y el cerebro de su Constitución, Juan Bautista Alberdi. La educación era concebida como el preámbulo necesario para la incorporación civil y política del pueblo, en el entendido de que éste debía asumir como actor subsidiario a la clase dirigente en el desarrollo económico y político del país. Los debates sobre las formas que ésta debía asumir a fin de ser parte del proyecto republicano ocuparon a las clases dirigentes, ya que ella debía servir a la consolidación de la nación y a su separación de la madre patria. Es notable, en este sentido, la función cumplida por la Universidad de Chile, cuyo fundador fue el mismo Bello, y sus certámenes, que permitían al naciente grupo de intelectuales plantear alternativas sobre el ser y deber ser de la nación. Por ejemplo, cuando José Victorino Lastarria leyó oficialmente ante las autoridades de la universidad, en 1844, el primer discurso histórico aceptado por la misma (Investigaciones sobre la influencia social de la conquista y del sistema colonial de los españoles en Chile), y luego su Bosquejo histórico de la constitución del gobierno de Chile durante el primer periodo de la Revolución de 1810 a 1814, se desató un problema que tenía relación con la desvinculación de la madre patria y el revisionismo histórico que ello implicaba. De hecho Lastarria, defendiendo la filosofía de la historia, postuló para Chile lo que Robertson había hecho para Estados Unidos: la «leyenda negra» sobre la conquista. Otro debate relevante para entender la importancia de estos concursos para la definición del pueblo y la nación fue la memoria presentada ante el mismo auditorio por el argentino Vicente Fidel López, que defendía el romanticismo y atacaba el rigor de las estructuras sociales chilenas.


      Lo que surgía con estos debates era la opinión pública. Aunque aún no estaba desarrollada como en otras latitudes, el auge de la prensa fue un barómetro de su crecimiento. El Mercurio, fundado en Valparaíso en 1827 como periódico y convertido en diario dos años después, fue su «decano», y alcanzó su número 10.000 en 1860. Santiago vio su primer diario en 1842. El Progreso, que tuvo como editor a Domingo Faustino Sarmiento, el cual sostuvo agrias polémicas con El Comercio de Valparaíso, El Crepúsculo y El Valdiviano Federal. La temática y el lenguaje de las disputas permiten entrever cómo las opiniones comenzaron a circular entre la intelectualidad formada en el Instituto Nacional y apadrinada por Bello, así como a aquilatar el peso que suponía para los grupos rectores de la sociedad mantener el equilibrio entre la adopción de los principios republicanos y el debido resguardo a su hegemonía cultural y social. Una libertad de prensa restringida permitía siempre recuperar la senda del orden a través de censuras y juicios de imprenta. La fundación del diario El Ferrocarril en 1855, simbólicamente titulado luego de que en 1851 se inaugurara la primera línea férrea en el país, duró hasta 1911, y fue un baluarte del naciente liberalismo, así como La República, fundado en 1866. La importancia de la prensa para todos los sectores de opinión quedó de manifiesto cuando la Iglesia católica fundó, en 1843, la Revista Católica, según leía su prospecto, para combatir las funestas ideas del siglo; cuando las luchas por la laicización del Estado arreciaron, en la década de 1870, la Iglesia cambió su periodicidad a diaria, con El Estandarte Católico.


      Como advierten Simon Collier y William Sater en uno de los mejores manuales contemporáneos de historia de Chile, la prensa y las revistas presuponen lectores. Según el censo de 1854, el país tenía un nivel de alfabetismo del 13,5 por ciento, el cual en 1875 alcanzó el 23 por ciento. Las cifras hablan por sí solas del resultado del esfuerzo educacional por parte del Estado, así como de la persistencia de la vocación formadora de la Iglesia. Hay que recordar que, en la década de 1840, ante el riesgo de laicización de la educación, el arzobispo de Santiago, Rafael Valentín Valdivieso, trajo al país a las congregaciones francesas del Sagrado Corazón y de los Sagrados Corazones. Éstas asumieron un papel decisivo en la educación de las mujeres católicas «sobre las rodillas de la Iglesia», como diría en Francia monseñor Dupanloup, y en imprimirles un espíritu de lucha en defensa de su fe. Posteriormente, estas mismas mujeres se vincularon con actividades de caridad que fueron un factor importante en su introducción al mundo de la pobreza y la marginación que se hizo visible en Santiago desde la década de 1870 en adelante. La crisis del agro atrajo a gran cantidad de campesinos hacia la ciudad, lo que cambió el rostro de Santiago. A pesar del «cordón de cintura» con que el intendente de Santiago, Benjamín Vicuña Mackenna, buscó aislar los barrios elegantes de los populares de la capital, los conventillos y la insalubridad de los barrios populares esparcían su halo por las elegantes mansiones que comenzaban a erguirse en el centro de la ciudad, recordando a sus habitantes que los parámetros estéticos europeos que se querían imponer en Santiago no se congraciaban con una economía que no podía aportar el mínimo bienestar a todos sus habitantes.


      Como la mayoría de los países del continente, Chile fundó su economía sobre la exportación de pocos productos. El descubrimiento del mineral de plata de Chañarcillo en 1837 agregó esta materia a la exportación de cereales. Con el andar del siglo, los minerales se convertirían en el principal producto de exportación. Sin embargo, durante los años treinta y cuarenta, el trigo y los cereales, producidos por grandes latifundistas, monopolizaron el comercio, como puede leerse en el capítulo «El proceso económico» de este volumen. El prestigio social que otorgaba el campo complementaba la riqueza que acumulaban los inmigrantes que desarrollaban actividades en el área de las finanzas, así como la de los mineros que comenzaban a acumular grandes fortunas. El caso clásico de José Tomás Urmeneta, con fortuna de origen minero, vinculado por matrimonio a la familia Errázuriz, prototipo de la llamada aristocracia castellano-vasca, aporta luces para comprender cómo una clase dirigente de recursos escasos mantuvo su hegemonía social a través de la incorporación de nuevas fortunas. Por otra parte, el descubrimiento del oro de California en la década de 1840, si bien fomentó una emigración de nivel popular, permitió también abrir ciertas ventanas al mundo hasta ese momento ajenas a un país isleño. Sin embargo, a pesar del esfuerzo del sector público por fomentar el desarrollo del país, las dificultades de inserción en la economía internacional no fueron suficientes para dar salida al problema. La supresión de los mayorazgos, el establecimiento de una contribución agrícola, el apoyo a la creación de los primeros bancos y la ley que los regulaba, y la promulgación del Código Civil, todo a mediados de siglo, no lograban satisfacer las ambiciones ni correspondían al éxito comparativo alcanzado por el país en la consolidación de su Estado.


      La estabilidad política de Chile se había logrado en torno a la guerra. Su identidad nacional inicial, en consecuencia, se había identificado con la participación en empresas bélicas, tanto dentro como fuera de un territorio que es equivalente a un tercio del que ocupa actualmente. A una frontera nunca segura entre criollos y araucanos en la zona del río Biobío durante todo el periodo colonial, en el margen sur del país, e interrumpida por archipiélagos y zonas de hielos eternos, se sumaba el espacio patagónico, donde habitaban una serie de etnias de pescadores y cazadores primitivos. En 1843 se realizó el primer acto de soberanía en la futura región de Magallanes con la creación del Fuerte Bulnes. En el borde norte del territorio, las identificaciones culturales más fuertes se daban entre grupos étnicos precolombinos: aimaras, quechuas, diaguitas, etcétera. Esa mezcla cultural impedía que en el territorio en torno al desierto de Atacama, que se extendía hacia el norte por el Alto Perú y por la costa a través del territorio actualmente peruano, las identidades nacionales fueran definidas. Sin embargo, la tensión con los araucanos en el sur y, ya en la década de 1820, la conducción chilena de las tropas que, bajo el mando del general José de San Martín, derrotaron al virrey del Perú y proclamaron la independencia de ese país, habían aportado a los chilenos de la zona central y centro-norte un espíritu de cuerpo y grados de seguridad nacional imprescindibles para forjar una nación en el territorio más lejano del antiguo imperio español.


      Diego Portales comprendió bien el sentido de la guerra en la formación de la identidad nacional y en la cohesión del pueblo en torno a su Estado. Por ello, en momentos de turbulencia política interna, y ante dificultades impuestas por el Perú al comercio con Chile, se dio inicio a la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana en 1837. La historiografía no está de acuerdo respecto a la intención del ministro del gobierno de Prieto al llevar a cabo el esfuerzo bélico. Hay elementos para afirmar tanto que fue una estrategia portaliana para desviar la atención sobre los problemas internos del país o la respuesta a una afrenta del mariscal Santa Cruz. Lo cierto es que la guerra le costó la vida al propio Portales, en un conato organizado desde el mismo ejército chileno, pero dio al país un triunfo que fue decisivo en el desarrollo de un sentido de superioridad frente a sus vecinos del norte. Aunque no sucedió lo mismo hacia Argentina, siempre más rica y europea, ello permitió al país dialogar con el mundo desde un lugar autoconcebido como de privilegio. El triunfo bélico no fue ajeno a la estabilidad política lograda en los decenios que se inician en 1841 hasta 1871. No es casualidad que el primer presidente que gobernó durante 10 años fuera Manuel Bulnes, el general que había conducido a las tropas chilenas al triunfo contra la Confederación Perú-Boliviana, y que contaba con la adhesión unánime de toda la clase dirigente. Su prestigio hizo posible una apertura política que incluyó, incluso, la amnistía contra los involucrados en el asesinato de Portales. Como se sostiene en el capítulo «Chile en el mundo», el triunfo consagró también el dominio chileno sobre el océano Pacífico y aumentó los vínculos con Europa.


      La segunda mitad del siglo XIX marca un periodo de excepcionalidad del caso chileno en el contexto sudamericano. Pasó de ser, gracias a la bonanza económica —aunque no exclusivamente—, un territorio marginal a uno de prestigio internacional. Su configuración geográfica poco apta para las divisiones territoriales que propiciaban sectores federalistas; el consenso social que imperó en su clase dirigente, que impedía que las facciones se impusieran en su seno; y el papel moderador que ejerció la Iglesia católica en un país casi unánimemente católico fueron factores de estabilidad ampliamente reconocidos por los viajeros que visitaban el país. Paradójicamente, este espacio pequeño e isleño terminó siendo una ventaja para su institucionalidad. La concentración, por ejemplo, de los araucanos en la zona sur permitió establecer una frontera única y no tener que esparcir los contingentes defensivos. También fue el factor que terminó por subyugar al pueblo mapuche, en tanto no tuvo condiciones de mantener una resistencia permanente, siendo finalmente incorporado en la década de 1880 al territorio chileno en condiciones legalmente precarias, cuyas consecuencias se ven hoy en día.


      También la concentración fue un elemento unificador de la conciencia nacional. Siendo las principales ciudades, de sur a norte, Concepción, Valparaíso, Santiago y La Serena, la centralización política en Santiago y la importancia del puerto de Valparaíso no permitieron que sectores opositores a su hegemonía, como por ejemplo los «penquistas» o de Concepción, pudieran hacerle frente. La revolución de 1851, contra la llegada del candidato Manuel Montt a la presidencia, liderada por un general penquista, no logró alcanzar las dimensiones de una guerra civil, si bien provocó una división en el interior del ejército; tampoco la de 1859, incentivada por hombres enriquecidos con la minería y descontentos con el predominio santiaguino. Esta última, sin embargo, tuvo mayor alcance en cuanto a la división que auguraba en el interior de la misma clase dirigente.


      El gobierno de Manuel Montt había provocado resistencias dentro del grupo dirigente. Su todopoderoso ministro Antonio Varas, anticlerical y autoritario, había puesto en jaque a algunos de los pilares sobre los cuales descansaba la posibilidad de cambio gradual hacia la concesión de derechos republicanos, al atacar a la jerarquía eclesiástica y rechazar de plano las demandas de los sectores que comenzaban a adoptar un liberalismo ideológico, influidos también por los procesos europeos. Chile era un país esponja para absorber las ideas provenientes del Viejo Continente, y los sucesos del año 1848 europeo, especialmente francés, tuvieron amplia repercusión en el país. Los girondinos de Lamartine tuvieron su contraparte chilena en los liberales de la época: Lastarria fue Brissot; Francisco Bilbao, Vergniaud; y el futuro presidente Domingo Santa María, Louvet. Aunque la reacción de la clase dirigente fue contradictoria ante los avances democráticos europeos, ya que temía el desorden social que podían despertar, no cabe duda de que la segunda mitad del siglo estuvo marcada por un diálogo tenso entre el ideario liberal, que llegaba para quedarse con su discurso de derechos individuales y de secularización social y el pensamiento conservador, abierto a la concesión gradual de derechos, temeroso de los avances populares y de las organizaciones de artesanos y defensor de las prerrogativas de la Iglesia católica como elemento moderador del cambio. Como se sostiene en el capítulo «El proceso económico», también esa segunda mitad del siglo vio un Chile más dinámico económicamente debido al impulso que recibió desde el sector público, logrando así resolver la incapacidad del país de competir en el mercado internacional desde su modelo primario exportador, lo cual atrajo crecientes problemas sociales que se sumaron a las consecuencias de políticas republicanas, como la supresión de los mayorazgos en 1851, y las disposiciones del Código Civil de 1856 que estableció asignaciones forzosas a los herederos. En el capítulo «Población y sociedad» Sergio Grez analiza el proceso de fusión entre la aristocracia y la burguesía, estrategia de supervivencia de una clase dirigente que perdía su sustento proveniente de la agricultura y compartía el poder económico con inmigrantes y comerciantes. En estos años, los sectores campesinos comenzaron su emigración hacia la ciudad, también víctimas de la decadencia de la agricultura tradicional y su reemplazo por la agricultura comercial, que estimulaba la racionalización en el empleo de la mano de obra, la ruina de ciertas artesanías campesinas por la competencia de los productos manufacturados extranjeros, y la incapacidad de la minería de absorber la fuerza de trabajo liberada por la economía rural.


      Durante las décadas de 1860 y 1870, a pesar de que fueron años de pacífica convivencia política entre las distintas facciones que comenzaban a adquirir posturas ideológicas más claras, las consecuencias de lo anteriormente descrito germinaban para hacerse visibles. El desarrollo industrial y las primeras fábricas establecidas en la década de 1850 permitían que aflorara un sector obrero con perfiles más autónomos, lo cual acentuó, como sostiene Grez, el distanciamiento físico, material y psicológico entre los habitantes del país. La ciudad fue el escenario donde esta crisis se hizo visible, ya en la década de 1870, cuando comenzaron a surgir voces desde la medicina y el derecho; cuando mujeres y laicos católicos se alarmaron ante la evidencia de que la mortalidad de algunos países europeos tendía a bajar mientras en Chile aumentaba. Enfermedades como la viruela, el cólera, el tifus y la tuberculosis; problemas familiares y sociales derivados del creciente alcoholismo; el hacinamiento en las viviendas populares urbanas, llamadas «conventillos»; el trabajo infantil y la segregación de la mujer se convirtieron en temática de discusión e inculcaron un sentimiento de urgencia para su solución. Se trataba del inicio de la llamada «cuestión social», a la que se refiere el capítulo de «La vida política».


      Los problemas que se hacían visibles eran en parte inevitables y fueron un lugar común para la mayoría de los países latinoamericanos. Sin embargo, en el caso chileno, por fortuna o por desgracia, la Guerra del Pacífico contra Perú y Bolivia (1879-1884) desvió la atención de los problemas internos hacia la empresa bélica. Decimos fortuna porque los primeros triunfos bélicos dieron inicio, desde 1880, como escribe Sofía Correa, a un nuevo ciclo de prosperidad económica, el «ciclo del salitre», que le aseguró a Chile, durante medio siglo más, la expansión de su economía basada en su inserción en los mercados mundiales. Si la crisis de la economía mundial de mediados de la década de 1870 había tenido grandes repercusiones, especialmente en el ingreso público, el salitre permitió que el modelo exportador primario chileno se mantuviera exitoso hasta las primeras décadas del siglo XX. Decimos también desgracia porque, además del costo en vidas, los triunfos bélicos inspiraron un espíritu triunfalista y derrochador que aisló a sectores dirigentes en actitudes mentales y espacios urbanos que dejaron a los sectores populares al margen. Afortunadamente, individuos notables del mundo católico redireccionaron la cruzada eclesiástica que, hasta 1870, había estado dirigida contra el liberalismo secularizador y el protestantismo. Voceros de los trabajadores y de los sectores laicos, como Fermín Vivaceta y Valentín Letelier, inquietaron a la Iglesia y a algunos católicos, quienes reaccionaron adecuándose a los signos de los tiempos y asumiendo estrategias organizacionales del mundo moderno, como la Asociación Católica de Obreros de 1878 y la Unión Católica de 1883, que mantuvieron círculos para trabajadores en barrios populares, siguiendo el ejemplo francés del conde de Mun y el alemán Adolfo Kolping. Ellos representaban los intentos europeos por alejar a los trabajadores de la indiferencia religiosa, del liberalismo y del socialismo, que ponían en riesgo las jerarquías sociales, y que se expresaron en Chile, por ejemplo, en los círculos de obreros de Santiago, fundados en 1878, como instancias para cristianizar, educar y moralizar a los trabajadores.


      Lo anterior permite afirmar que, durante todo el periodo que nos ocupa, Chile fue absorbiendo y adaptando las distintas expresiones del pensamiento político republicano y de su evolución democratizadora, que irradiaban su influencia desde Europa hacia América. Ello se observó también en la reflexión social que acompañó al desarrollo industrial y al mundo del trabajo europeo desde el socialismo, el marxismo y el catolicismo social, la cual llegaba, de forma dilatada pero no menos influyente, a las costas chilenas. La influencia europea también se hizo evidente en el mundo de la cultura artística, donde los parámetros estéticos europeos, como se sostiene en el capítulo «La cultura», eran la inspiración en las artes plásticas. Representantes de estas corrientes fueron diversos pintores y arquitectos europeos quienes, atraídos por la aventura y su imaginación respecto de estas tierras lejanas, vinieron contratados por el gobierno chileno o por iniciativa personal. A la iniciativa estatal se debe la presencia de Claudio Gay, llegado en la década de 1830, pero cuya labor en la investigación sobre la historia, flora y fauna chilenas se extendió durante años, siendo hasta el día de hoy un referente importante para el conocimiento en estos temas. Su obra fue publicada inicialmente en París. Figuran entre los artistas, especialmente, Mauricio Rugendas y Raymond Monvoisin, quienes incentivaron a la naciente intelectualidad chilena, integrada por Lastarria, Jacinto Chacón y otros, para fundar la Academia de Pintura en 1849, la cual contrató como su primer director al italiano Alejandro Ciccarelli, quien ejerció el cargo hasta 1869. Rugendas permaneció en el país hasta 1845, integrándose a la clase dirigente y frecuentando los salones románticos de la poetisa Mercedes Marín del Solar, las reuniones musicales de Isidora Zegers, las tertulias intelectuales de Andrés Bello y las reuniones literarias de los emigrados argentinos. Monvoisin pintó a una numerosa galería de miembros de la clase dirigente; sus cuadros son una vía de ingreso hacia el atuendo y el decorado de los grupos con los cuales se vinculó en su estadía en Chile. Ambos pintores fueron también un vehículo para que los grupos dirigentes invirtieran su mirada dirigida tan sólo hacia Europa y apreciaran lo que ellos destacaban de la naturaleza y las costumbres populares. En ese sentido, dieron un impulso a la valoración de la cultura autóctona, contribuyendo así a la formación de la identidad nacional.


      La admiración hacia Europa también puede apreciarse en la arquitectura. El primer curso de la Escuela de Arquitectura se dio en 1850: los franceses Claude François Brunet de Baines y Lucien Ambroise Hénault iniciaron el estilo neoclásico y fueron influyentes en la construcción de edificios públicos y de iglesias. De esta época datan el Teatro Municipal de Santiago, el Congreso Nacional, el edificio de la Universidad de Chile, el Instituto Nacional y la Casa de Moneda, habilitada como sede del gobierno en 1846. En la década de 1870 se empezaron también a levantar en Santiago una serie de residencias privadas suntuosas que transformaron el aspecto semicolonial de la capital: el Palacio Cousiño de 1871 y el Palacio Errázuriz concebido por Eusebio Chelli, que alberga hoy la embajada de Brasil, son algunos ejemplos. Respecto de las iglesias, entre finales de la década de 1840 y los años setenta, se edificaron los templos que hasta hoy representan el patrimonio arquitectónico chileno del siglo XIX: la Recoleta Francisca, la Iglesia de la Vera Cruz, las Agustinas, la Recoleta Domínica, la Iglesia de los Capuchinos, la Iglesia y el Convento del Bueno Pastor y finalmente la Iglesia de San Ignacio, terminada en 1872.


      Respecto de la música, es notable cómo ésta permitió la visibilización de los dos mundos culturales, escindidos pero potentes, que convivían y se expresaban creativamente. Mientras la élite romántica cultivaba su amor por la ópera y el ballet, el pueblo se reunía y alegraba en torno a las chinganas y ramadas, donde el baile nacional, la «cueca», animaba reuniones donde el vino y la chicha de manzana atraían también, aunque más solapadamente, a miembros de la élite, como vía de escape a formalidades trasplantadas que a ratos sonaban falsas y ajenas. Sin embargo, predominaba en el mundo urbano la afición por la ópera italiana y el ballet parisino, que popularizaba el género españolista con gitanas y bandidos, ambientados por la existencia previa de salones y sociedades musicales. Extranjeros y chilenos, como José Zapiola, Mercedes Marín, José Miguel de la Barra, el mismo Bello y los pintores europeos fueron relevantes para expandir la cultura musical no solamente en la capital, sino también en otras ciudades como La Serena, Valparaíso, Curicó, Concepción y aun centros lejanos como Ancud en la isla de Chiloé, como lo atestigua un marino inglés que visitó la isla.


      La presencia de extranjeros fue fundamental en la difusión de la Ilustración y en el desarrollo inicial de la ciencia en el país. Repetimos la mención a Claudio Gay, quien, entre 1845 y 1854, publicó su Historia Física de Chile en 8 volúmenes, y entre 1854 y 1871, su Historia Política también en 8 volúmenes. Es notable que su obra, que también incluyó atlas y álbumes con información botánica y de zoología, alcanzando los 30 volúmenes, se convirtió en única por su tamaño e importancia en el continente, y fue elogiada por Darwin y otros sabios. Sin embargo, no fue el único de estos sabios polifacéticos que se avecindaron en el país: Ignacio Domeyko, proveniente de Polonia, incursionó en la mineralogía y también en la educación, y llegó a ser secretario de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas y, posteriormente, rector de la Universidad de Chile. Además, en la década de 1850 publicó su libro La Araucanía y sus Habitantes. A la lista de sabios habría que agregar a aquellos que permitieron progresos en la medicina, la astronomía, la exploración del territorio y la difusión de sus características físicas y culturales.


      La literatura, por una parte se adhirió al movimiento romántico del Viejo Continente pero también buscó, a través del costumbrismo, contribuir al fortalecimiento de la identidad nacional. La generación de 1842, mencionada en el artículo «La vida política», dio inicio a un tiempo fecundo en la creación literaria y su expresión en revistas culturales donde se abogó por la creación de una literatura nacional, en cuya defensa destacó José Victorino Lastarria. Paralelamente, el romanticismo literario tuvo en Andrés Bello un traductor del drama Teresa de Alejandro Dumas, a Rafael Minvielle traduciendo el Hernani de Victor Hugo y a poetas y escritores como Salvador Sanfuentes, Eusebio Lillo, Guillermo Matta y Guillermo y Alberto Blest Gana. Los artículos de costumbres, de la pluma de Vicente Pérez Rosales y Jotabeche (José Joaquín Vallejo) son, hasta hoy, referentes importantes en el tema.


      Es un periodo de transición, donde la institucionalización del Estado y la creación de la nación, la literatura y el ensayo fueron géneros teñidos de reflexión política y social, que seguían muy de cerca la pugna entre los llamados liberales y conservadores respecto del cambio que implicaba la plena vigencia de los derechos republicanos. La interpretación del pasado chileno, iniciada en las memorias históricas que Lastarria presentó ante la Universidad de Chile, del que se habla en el capítulo «La vida política» significó un fuerte impulso, también de la mano del Estado, a la investigación histórica. La búsqueda de documentos iniciada por Gay y seguida por los historiadores Diego Barros Arana, Benjamín Vicuña Mackenna y los hermanos Amunátegui permitió que la Biblioteca Nacional, nutrida también con bibliotecas donadas por intelectuales y viajeros, se constituyera en un referente importante para lectores e investigadores. En las décadas de 1850 y 1860, la historiografía chilena comenzó a contar con importantes colecciones que han sido una fuente, hasta hoy, en la relevante función que ocupa esta disciplina dentro de la intelectualidad chilena. Entre ellas hay que destacar la Colección de historiadores de Chile y de documentos relativos a la historia nacional, y la Galería de Hombres Célebres de Chile, con ilustraciones del francés Narciso Desmadryl.


      Se ha dado el nombre de «construcción nacional» al periodo de 1830 a 1880 que nos ha ocupado. Sin duda, las claves de este periodo mencionan en este proceso fundamentalmente a los miembros de la élite política que construye el Estado y que también constituye el grupo dirigente en materia económica, social y cultural. Ello justifica que la principal mención sea a las expresiones de la llamada alta cultura, europeizante y europeizada. No obstante, es importante concluir afirmando que, desde este mismo grupo, surge también el interés por recopilar la historia, las costumbres y tradiciones de la nación a la cual se quiere dar entidad. Sin duda las apariciones del pueblo, como gestor o creador autónomo, aparecen más bien asociadas al folclore y a sus intereses sociales y políticos aún representados por grupos liberales sensibilizados por sus necesidades y motivaciones. El tránsito que se vive en este periodo tendrá algunos puntos de llegada luego de la Guerra del Pacífico y, fundamentalmente, desde la década de 1880, cuando la llamada «cuestión social» llame la atención sobre las exclusiones que había consagrado la república durante su recorrido. Asimismo, dicha cuestión social abrió las compuertas a demandas de inclusión futura, modeladas desde la educación y las reformas políticas y sociales impulsadas entre 1840 y 1880.
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      A vuelo de pájaro: un periodo de institucionalización y consolidación nacional


       


      Como una «crónica de un éxito no anunciado», pero rotundo, podríamos titular este capítulo de la historia política chilena, especialmente si se lo compara con el desarrollo político de sus vecinos hispanoamericanos. Mientras la mayoría de los Estados surgidos del desmembramiento del imperio español en América intentaban organizarse fallidamente en manos de caudillos y sin llegar a lograr acuerdos sobre las características que debía asumir el régimen republicano, en Chile, hacia 1830, se lograban saldar las rencillas entre los bandos patriotas de la independencia con una última batalla.


      Si bien la historiografía ha tendido a construir divisiones ideológicas entre las facciones que lucharon por el control del primer Estado chileno republicano entre conservadores y liberales, es fundamental recalcar que estas líneas divisorias no remiten necesariamente a diferencias de tipo ideológico, sino más bien a tendencias o posturas frente al cambio social y político que implicaba la nueva realidad. A la tradicional vinculación de los realistas como «pelucones» siguió su asociación con los grupos conservadores; al grupo patriota, por su postura antimonárquica, se lo llamó «pipiolo» o liberal. Los primeros recibieron el apoyo de los o’higginistas, defensores del héroe de la independencia que había partido al exilio al verse forzado a renunciar a la primera magistratura en 1822. También fueron respaldados por los llamados «estanqueros», partidarios de reformas económicas y un nuevo orden progresista y eficaz, entre los cuales se contaba la gran figura posterior, Diego Portales. Era un «estanquero» de hecho: había licitado para sí el estanco del tabaco cuando el gobierno se encontró en apuros para pagar un crédito, contraído con Inglaterra por Bernardo O’Higgins, para cubrir los costos de la lucha emancipadora. De acuerdo con esa historiografía positivista que escribió las grandes historias de Chile del siglo XIX y comienzos del XX, la historia republicana del siglo XIX en Chile aparece como una pugna entre dos bandos opuestos, cuyas victorias alternativas dieron forma a una «república conservadora», vigente entre 1830 y 1861, y una «república liberal», triunfante desde 1861. El año 1810 habría dado comienzo a un periodo de «ensayos constitucionales» o de «anarquía», aunque la polaridad conservadora-liberal que hace de hilo conductor a esa historia patria surgió ya en las luchas por la emancipación, vinculando a los patriotas o pipiolos con los liberales y a los monárquicos o pelucones con los conservadores.


      Parte de este problema se entronca en la ausencia de definiciones claras sobre el contenido ideológico del liberalismo hispanoamericano de la primera mitad del siglo XIX, y en el error de pretender asignar categorías ideológicas al conservadurismo, confundiendo así ideas con actitudes, teorías con prácticas. Lo anterior no implica desconocer el hecho de que las ideologías políticas europeas, especialmente el liberalismo, constituyeron el canon ideológico de las clases dirigentes, siendo asimiladas en el continente y adaptadas a la visión que estas clases tenían de la situación social. El conservadurismo, o más bien la mentalidad conservadora, también inserta en la matriz republicana liberal proveniente de Europa o Estados Unidos, ejercía la función de dique para contener el cambio brusco: era una actitud frente a los procesos de implementación del ideario republicano en el interior del mismo universo de ideas de los liberales. Se trataba, por lo tanto, de liberales con valores sociales más conservadores.


      Esta explicación justifica no asignar categorías ideológicas, sino más rivalidades geográficas y sociales, a los bandos que se enfrentaron el 16 de abril de 1830. La batalla de Lircay, donde luchó el Ejército del Sur que comandaba el general Joaquín Prieto contra las tropas del general Ramón Freire, es considerada el inicio del periodo de estabilización de la vida política chilena. Los sucesos que desembocaron en esta corta guerra civil se originaron en la renuncia, poco después de haber sido elegido para el cargo, del presidente «liberal» y patrocinador de la Constitución de 1828, Francisco Antonio Pinto, ante denuncias de que las elecciones parlamentarias habían sido inconstitucionales al elegirse a candidatos que no tenían la mayoría de votos. Los opositores al gobierno encontraron en este procedimiento justificación para un levantamiento que pusiera fin al régimen. El triunfo de los primeros, formados por los sectores conservadores, los «estanqueros» y los o’higginistas, fue decisivo para instaurar un régimen oligárquico autoritario, sustentado en el poder formal a ratos, e informal muchas veces, del famoso ministro Diego Portales.


      El cambio con el estado anterior de cosas fue brusco. Ni el presidente José Joaquín Prieto ni su ministro tenían intención de continuar los vaivenes de las luchas entre facciones. Por ello, no trepidaron en perseguir a sus opositores y declarar múltiples estados de emergencia, incluyendo la suspensión de las garantías constitucionales. Paralelamente, conscientes de que la institucionalización y especialmente la legalidad eran rasgos culturales fundamentales para la clase dirigente chilena, formada en la enorme red de instituciones con que España había controlado sus territorios, emprendieron rápidamente el rumbo de preparar, como lo habían hecho los gobiernos anteriores, una Constitución que representara su visión de país. El constitucionalismo, alimentado también por la admiración hacia la Francia posrevolucionaria y hacia sus intelectuales, era una fuente de legitimidad que permitía exorcizar los males que podía acarrear el torrente de libertad e igualdad que avanzaba por los ríos republicanos. En ausencia del monarca, en presencia del espacio vacío de autoridad que no se conseguía llenar con sus mismos carisma y autoridad, la Constitución debía, al menos, representar las garantías de orden social y político que el país requería.


      Los primeros tiempos no fueron fáciles. La década de 1830 estuvo jalonada de conspiraciones contra el régimen, de medidas represivas, de una guerra con los vecinos y del asesinato de Diego Portales en 1837. La Constitución de 1833, de carácter autoritario, consagró la religión católica como la única que se podía practicar de forma pública; estableció el sufragio censitario, limitándolo a miembros del sexo masculino, mayores de 25 años, que tuvieran una renta o propiedad y supieran leer y escribir (este requisito se eliminó en 1842); y estableció un periodo presidencial de cinco años con posibilidad de reelección una vez. José Joaquín Prieto, reelegido en 1835, dio inicio a los llamados «decenios». La desaparición de Portales de la escena política, lamentada en todas las esferas, permitió no obstante inaugurar una nueva etapa en el desarrollo republicano chileno. Para algunos historiadores, su genialidad había dejado un «Estado en forma», como le llamó después Alberto Edwards; para otros, la tranquilidad que sobrevino a su ausencia demuestra que su rigor no representaba más que su propia paranoia con la república y con la democracia. Dejando esa discusión para más adelante, confirmamos que cuando a los pocos años, en 1841, el general Manuel Bulnes, héroe de la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana, asumió el mando del Estado, el escenario era distinto. Como escribió Andrés Bello, el intelectual venezolano avecindado en el país en 1829, se inauguró una nueva época. Suprimidas las medidas de excepción dictadas por el gobierno anterior, floreció una generación, llamada de 1842, que, desde la tribuna otorgada por la prensa, pudo polemizar largamente sobre el destino que debía forjarse para la república, las instituciones que debían conducirla y la nación que debía surgir de ellas en el tiempo a través de la educación. Algunas figuras disidentes llevaron esta discusión más allá de los límites aceptados, sufriendo sanciones que demostraron que la clase dirigente no estaba dispuesta a tolerar ideologías que pudieran atentar contra su hegemonía en el poder. Francisco Bilbao fue la figura más publicitada por defender un republicanismo de carácter más radical y dar comienzo a las críticas contra la Iglesia. El consenso que se expresó en esas discusiones en el interior de una clase dirigente que había superado viejas rivalidades y pensaba sobre el Estado y la nación demostró la unanimidad en la adhesión a un sistema republicano con representación limitada, a la Iglesia católica, y al valor de orden social, todos ellos considerados garantía de progreso hacia la plena vigencia del republicanismo en su proclamación de la soberanía popular, la ciudadanía moderna, y el sistema representativo. Bilbao fue condenado por blasfemo e inmoral en 1844.


      Diez años gobernó también Manuel Bulnes, que fue sucedido por Manuel Montt en 1851, primer presidente civil. Una corta guerra civil ensombreció el comienzo de su gobierno, demostrando que, aunque el periodo que la historiografía ha llamado «república conservadora», iniciada en 1830, había demostrado estabilidad en el proceso de cambio de autoridades, en su interior, sin embargo, germinaban brotes de insatisfacción. La creciente influencia del positivismo comprometía al régimen con la ideología del progreso, impulsándole a realizar grandes obras públicas, especialmente la instalación de los ferrocarriles, a crear bancos, a codificar las leyes y a fomentar la inmigración. No obstante, el positivismo había minado los espíritus religiosos de algunos miembros de la clase dirigente, provocando en 1856, con motivo de la llamada «cuestión del sacristán», una división política en la clase dirigente, que fue de larga duración y que puede considerarse la semilla de los primeros partidos políticos, informales por cierto, ya que no estaba consagrado constitucionalmente el derecho de asociación. Este conflicto se produjo cuando dos canónigos se negaron a obedecer a la autoridad eclesiástica, y ésta les suspendió del ejercicio de sus derechos. Éstos, apelando a la posibilidad legal de acudir a la justicia civil, recurrieron de fuerza ante la Corte Suprema, cuyo dictamen fue desfavorable para el arzobispo, devolviendo su ministerio sacerdotal a los canónigos. Se intercambiaron oficios agresivos entre Montt y el arzobispo, y, finalmente, terció Varas, quien logró que los canónigos se sometieran por voluntad propia a la decisión de la Iglesia. Recibieron el nombre de «nacionales» los partidarios de la disminución de la influencia de la Iglesia en el Estado, especialmente de las prerrogativas del «patronato». Escindidos del tradicional Partido Conservador, introdujeron la cuña del debate por la libertad religiosa. Los conservadores asumieron posturas ultramontanas y, paradójicamente, en su desconfianza hacia el poder del Estado se vincularon a los llamados sectores liberales, aunque también se rumoreaba en la época que la antipatía del arzobispo Valdivieso por Montt estaba detrás de esta alianza.


      Consecuencia directa de esta división fue la llegada al poder de José Joaquín Pérez, último presidente de los decenios, quien también inauguró su periodo luego de una guerra civil. Hombre de carácter conciliador, sensible a la manipulación de los partidos, intentó formar un gobierno de unidad nacional con conservadores y liberales. Sin embargo, la hostilidad de los nacionales, con mayoría parlamentaria, no permitió que el consenso político continuara operando. El surgimiento de sectores «radicales», personificados en los caudillos del norte del país, Manuel Antonio Matta y Pedro León Gallo, permitió que aflorara la presencia de un liberalismo de cuño más doctrinario, que proclamaba la libertad electoral y la laicización del Estado. Nuevamente, de forma paradójica, se encontraron con los nacionales en esta última propuesta, y autoritarios y radicales se unieron contra el gobierno.


      La pugna entre Estado e Iglesia fue la tónica de los años que siguieron y que construyó el dique divisorio en el interior de la clase dirigente del país, culminando solamente en los años 1883 y 1884, cuando se promulgaron las llamadas «leyes laicas» que permitieron el establecimiento del registro civil, del matrimonio civil y de los cementerios laicos. La década de 1860 fue testigo de los primeros detonantes de este largo conflicto en la moción de los sectores liberales más radicales para suprimir el artículo 5.º de la Constitución, que prohibía la libertad de cultos. Manuel Antonio Matta fue su portavoz en el Congreso, y se manifestó también por la supresión del patronato. Aunque no fue aprobado, el acuerdo logrado fue un síntoma del espíritu secularizador en sectores dirigentes; la fundación del Club de la Reforma, en 1868, expresó en otro ámbito de la política nacional la voluntad de cambio político, en sus aspiraciones de cambios constitucionales y modernización de las instituciones públicas. En un contexto de divisiones crecientes en el interior del grupo dirigente, la administración de Federico Errázuriz Zañartu (su hijo, Federico Errázuriz Echaurren, fue también presidente a fines de siglo) fue incapaz de mantener la Fusión Liberal-Conservadora. Un tema vinculado a las relaciones entre Estado e Iglesia desencadenó la ruptura, cuando el gobierno permitió que la enseñanza particular se liberara de la tutela y fiscalización del Estado, gracias a la hábil gestión de su ministro conservador de Educación, Abdón Cifuentes. Desatado el conflicto con los liberales, éstos defendieron la postura del Estado Docente, y Cifuentes renunció a su puesto en el gabinete. La continuación de las llamadas cuestiones teológicas se agravó con la promulgación del Código Penal, que abolió el fuero eclesiástico en 1875.


      Lo que el historiador Alberto Edwards denominará años más tarde como «la fronda aristocrática» para describir el conflicto entre los poderes Ejecutivo y Legislativo —este último era el reducto de la oligarquía, y estaba celoso de que el primero asumiera atribuciones que pudieran dañar su hegemonía social y política— comenzó a desmoronarse hacia el final del periodo que nos ocupa, cuando una coalición amplia y circunstancial entre liberales independientes, radicales, conservadores y nacionales, con la sola oposición del liberalismo oficialista, logró la reforma constitucional que permitió que la dirección de las elecciones saliera del control de las municipalidades, dependientes del Ejecutivo, y se traspasara a la Junta de Mayores Contribuyentes, dando así cabida a los grupos de minoría. En el fondo, al hacer también extensivo el voto a quienes supieran leer y escribir, aprobaban el sufragio universal y cambiaban, al menos en sus aspectos formales, el carácter del republicanismo chileno. Aunque la intervención presidencial para las elecciones no cambió gran cosa, al menos de aquí en adelante ésta pasó a ser claramente ilegal.


      El conflicto por la candidatura del siguiente presidente de la República y el surgimiento de Benjamín Vicuña Mackenna como candidato de posturas claramente reformistas, que buscaba el apoyo de las clases populares con la propuesta de desarticular la organización del latifundio, fue un indicador adicional de que el liberalismo tomaba forma en el país. Aunque Errázuriz logró que su candidato, Aníbal Pinto, se hiciera con la presidencia, y éste no enfrentara mayores desafíos iniciales en su base política, el desencadenamiento de la Guerra del Pacífico, en 1879, incorporó a los conflictos políticos la polémica por la conducción de la guerra. La faz de Chile cambiaría a partir de esos años. Correspondería al gobierno de Domingo Santa María, liberal y autoritario al mismo tiempo, consolidar el triunfo chileno en la guerra. Surgía un país nacionalista, seguro de su lugar en el mundo, enriquecido por la incorporación de territorios abundantes en salitre. Promulgadas las «leyes laicas», el conflicto entre Estado e Iglesia tocaba a su fin. Sin embargo, recién comenzaba una era política donde liberalismo y autoritarismo dejaban de ser compatibles, y donde el Ejecutivo, que durante todo el siglo había sido el pilar del orden al cual la oligarquía nombraba y frente al cual se sometía para resguardar su hegemonía social, perdía esa prerrogativa. La oligarquía había logrado un gran triunfo; el autoritarismo parecía innecesario y se acercaba la hora en que el consenso sufriría un embate desgarrador para la nación: la guerra civil de 1891.


      Este preludio permite anticipar la hipótesis de que la vida política chilena superó rápidamente en su historia la antinomia entre conservadores «monarquistas» y liberales republicanos. Desde la conformación de su Estado independiente, un republicanismo llamado por el mexicano José Antonio Aguilar como «epidérmico», salpicado de elementos ideológicos liberales pero arraigado en una actitud reticente hacia todo cambio brusco o hacia toda medida democratizante de la sociedad, permite identificar una evolución política donde una clase dirigente, que debemos llamar liberal-conservadora, fue regulando el tránsito político. La vigencia del orden social, que asegurara su control del poder, era la medida para que la república, con sus requisitos de soberanía popular, ciudadanía efectiva, representación real y sufragio universal permitiera el tránsito hacia una república «densa». Los años que van entre 1830 y 1880 son la expresión de estos avances y retrocesos, proceso en el cual la consolidación del Estado permitió también el fortalecimiento del espíritu nacional y de la identidad chilena. Dos triunfos bélicos importantes, la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana y la Guerra del Pacífico, fueron la consagración de la nación.


       


       


      El momento fundacional: la clase dirigente ante sí misma


       


      El año de 1830 marca el comienzo de lo que la historiografía positivista ha considerado el periodo de la institucionalización exitosa de la república. Esta afirmación se apoya en la hipótesis de que, hasta el triunfo en la batalla de Lircay de la facción más «conservadora» dentro de la clase dirigente chilena, el país habría vivido o sumido en la anarquía, o en un periodo de «ensayos constitucionales», como lo llamó Julio Heise, que marca en realidad una época de aprendizaje republicano. En Lircay, a unos 400 kilómetros al sur de Santiago, se enfrentaron unos 2.200 soldados al mando del general José Joaquín Prieto, auxiliado por el coronel José María de la Cruz de la ciudad de Chillán, con otros 1.700 a cargo del general Ramón Freire. El triunfo de Prieto permitió su acceso a la primera magistratura, secundado por Diego Portales, un comerciante de Valparaíso ansioso de instaurar un orden político estable que permitiera el desarrollo económico, el progreso del país, y terminase con los faccionalismos. Es también el comienzo de la construcción de lo que Alberto Edwards llamó el «Estado en forma», es decir, un Estado de derecho, con una institucionalidad estable. Desde otra perspectiva, la inauguración del gobierno de Prieto (1831-1841) puede caracterizarse como la expresión del agotamiento transitorio por parte de la clase dirigente con los devaneos intelectuales del «liberalismo». A pesar de iniciarse una fase autoritaria, plagada de denuncias de «conspiraciones» contra el gobierno, la mayoría de ellas nunca comprobadas, la autoridad adquirió control del orden público. Ese consenso en torno a la prevalencia del orden permitió que conviviesen de forma relativamente armónica figuras contradictorias unidas en torno a su común percepción de compartir un grupo con fuertes lazos sociales, para el cual la cohesión era fundamental si quería mantenerse en el poder y navegar por las turbulentas aguas republicanas sin sucumbir.


      Sin duda, Diego Portales es una figura clave del periodo. Las cartas que el triministro enviara a su amigo y socio José Manuel Cea son una inmejorable expresión de la dependencia que tenía la posibilidad de cualquier cambio social o político de la percepción de orden por parte del grupo dirigente. Ya en el año 1822 se hizo referencia a los límites que concebía para la efectividad de la república. Por la carencia de «virtud» en los países latinoamericanos, la república debía ser «un gobierno fuerte, centralizador, cuyos hombres sean modelo de virtud y patriotismo y así enderezar a los ciudadanos por el camino del orden y de las virtudes». En el momento histórico por el que atravesaba el país «la democracia, que tanto pregonan los ilusos, es un absurdo […]». Ese pensamiento fue el que dio seguridad a su clase y canalizó el creciente escepticismo hacia el principio de soberanía popular y sus demandas igualitarias y libertarias para una clase dirigente que no veía en el «pueblo» sino una masa informe, incivilizada y carente de la capacidad de ejercicio ciudadano. Ante ese temor, se hacían tolerables la laxitud moral de Portales, su desprecio hacia los valores de su clase, y hacia la misma Constitución de 1833, aprobada durante su vinculación con el gobierno. Su afirmación de que el orden social en Chile era mantenido por «el peso de la noche» ha producido una enorme literatura. Desde quienes la entienden como la tendencia cultural de su población a seguir ciegamente a sus dirigentes, hasta quienes ven en ella una visión del carácter tradicionalista y católico de ese mismo grupo. Lo cierto es que Portales consideraba que el gran secreto de gobernar bien estaba sólo en «distinguir al bueno del malo, para premiar al uno y dar garrote al otro». Aunque prosaico en su lenguaje para referirse a la misma Constitución, finalmente lo cierto es que Portales permitió que, en 1833, el país tuviera una carta constitucional que reunía las ideas conservadoras de Mariano Egaña, su principal redactor, y de Manuel José Gandarillas, de tendencia más liberal. De ahí que permanecieran en su texto artículos que dieron pábulo tanto para las medidas más autoritarias por parte del presidente de la República, como para una posterior interpretación que permitió prácticamente paralizar su acción, a través del poder que ésta dio a las Cámaras de aprobar el presupuesto anual de la nación, además de autorizar el cobro de impuestos y la dotación de la fuerza pública. Con esos artículos, llamados «leyes periódicas», hacia fines de siglo la oligarquía entorpeció la acción del Ejecutivo al negarle fondos, e incluso prestándose para interpretaciones parlamentaristas del régimen político.


      En síntesis, la Constitución confirmaba el carácter republicano del Estado chileno, cambiando la trilogía Dios-rey-patria por la de Dios-patria-ley. Asignó al catolicismo el carácter de religión oficial, incluyó la reelección por dos periodos consecutivos de 5 años del presidente, cuya elección estaba a cargo de «electores» de cada departamento, y permitió un tercer periodo, luego de un intermedio. (En 1871 se limitó a uno el periodo presidencial). El presidente no podía ser acusado durante su mandato, sino que había que esperar hasta un año después de terminado. Los ministros, intendentes, gobernadores, subdelegados, inspectores y alcaldes, así como los embajadores y cónsules, dependían exclusivamente del presidente. El intendente era el «agente natural e inmediato» del presidente y, aunque había elecciones municipales en las capitales de departamento, éstas tenían poca autoridad, ya que los intendentes y gobernadores tenían poder de veto sobre ellos, todo lo cual le dio un carácter altamente centralista a la Constitución. También el presidente podía nombrar a otros cargos oficiales como jueces, oficiales del ejército y la marina, en consulta con el Senado o el Consejo de Estado, cuyos miembros él designaba, y que estaba integrado por personalidades del Poder Judicial, de la Iglesia católica, militares y civiles, incluso ministros. Sólo existían tres ministerios: Interior y Relaciones Exteriores, Finanzas y Guerra, y Marina. Hasta 1837 no se agregaron las carteras de Justicia, Educación y Culto. Se estableció también el voto censitario, el cual exigía una renta o propiedad, además de saber leer y escribir, para ejercer el sufragio. El Ejecutivo tenía poderes extraordinarios a su disposición, aprobados por el Congreso. En caso de que éste estuviera en receso, bastaba para obtener facultades extraordinarias que las autorizara el Consejo de Estado, el cual también podía dictar «estado de sitio» en provincias específicas con aprobación posterior del Congreso, las cuales nunca fueron negadas. Estos poderes se usaron regularmente durante los siguientes 30 años; tuvieron vigencia durante casi un tercio del periodo que se extiende entre 1833 y 1861, según el historiador y hombre público Benjamín Vicuña Mackenna. Expresando la voluntad de poder de la oligarquía, acostumbrada a operar como «fronda aristocrática», el Congreso se atribuyó importantes funciones. Podía, por ejemplo, anular un veto del Ejecutivo por dos tercios de mayoría en ambas Cámaras, o bien que las modificaciones a la Constitución tuvieran que tener el acuerdo de dos Congresos sucesivos.
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